PROYECTO DE LEY N     DE 2009 SENADO.
Por medio de la cual la Nación se asocia a la celebración de Los cuatrocientos cincuenta (450) años de la fundación del municipio de Caparrapi en el departamento de Cundinamarca y se dictan otras disposiciones

El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1°. La Nación se asocia a la celebración de Los cuatrocientos cincuenta  (450) años de la fundación del municipio de Caparrapí en el departamento de Cundinamarca y rinde homenaje a  todos sus pobladores y a quienes a lo largo de su existencia han contribuido  a su crecimiento y desarrollo.

Parágrafo: La oficina de protocolo del Congreso de la Republica expedirá las condecoraciones y certificados necesarios que  denoten  la anuencia de esta Corporación con aniversario de la fundación del municipio de Caparrapí. 

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacional para que incluya dentro del Presupuesto General de la Nación, las partidas presupuestales necesarias para que mediante el sistema de cofinanciación, concurra a la ejecución de las siguientes obras de utilidad pública y de interés social en el municipio de Caparrapì en el departamento de Cundinamarca:
Proyectos de Inversión:
· Construcción del polideportivo en la inspección San Pedro de Caparrapí  que se denominara “ADOLFO LEON BEJARANO”
· Reparación y restauración de  la plaza de marcado y del edifico del gobierno municipal 

Artículo 3°. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, podrán celebrarse convenios interadministrativos, entre la Nación, el Municipio de Caparrapi y/o el Departamento.
Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
CARLINA RODRIGUEZ RODRIGUEZ

Senadora de la Republica

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente iniciativa pretende que el estado colombiano se vincule a la celebración de los cuatrocientos cincuenta años de la fundación del municipio de caparrapi, el cual se ha caracterizado por la tenacidad y pujanza de sus habitantes  los cual  han soportado directamente el flagelo de la violencia y en muchas ocasiones el abandono del gobierno central, pese a estas oscuras realidades este municipio ha sabido mantenerse como uno de los mas tradicionales y  antiguos de Colombia. 

Caparrapi está ubicado en la provincia del bajo magdalena   al norte del departamento de Cundinamarca, aproximadamente a seis horas de Bogotá. Limita  por el norte  con el municipio de yacopi por el oriente con el municipio de la palma, por el occidente con el municipio de puerto salgar, por le sur occidente con el municipio de guaduas.
PRECISIONES HISTORICAS Y VISION GENERAL DEL MUNICIPIO DE CAPARRAPI
Es necesario resaltar que el  proceso de fundación del Municipio de Caparrapi parte según el historiador Carlos Martínez, en su obra  (Urbanismo en el nuevo reina de granada), en la que expresa que en los primeros días del año de 1560, por orden de la real audiencia don Antonio Toledo fundo y pobló la villa de caparrapi en la colina de este nombre, otros cronistas de la época  han denotado la marcada religiosidad de los carrapos y su innegable compromiso con la propagación de la fe.  
Caparrapi  a lo largo de su evolución como célula municipal ha experimentado diversas organizaciones  administrativas, las cuales terminaron en la actual organización, la cual   cuenta con  una inspección de policía  municipal,  y nueve inspecciones  departamentales, las cuales se deben distribuir  en uno de los municipios mas extensos y montañosos del departamento de cundinamarca  con 52.300 Has, el cual cuenta con una población  aproximada de  16.000 habitantes tanto el sector urbano como rural.
Los niveles actuales de desarrollo y progreso del municipio de caparrapi  se han disminuido por la falta de apoyo a las  políticas municipales y  disminución en las fuentes de empleo sostenible, en la región. Al dirigir la mirada del Congreso de la Republica a esta municipalidad estamos  intentando reactivar  la importancia de este  y el compromiso de la Nación con  una de sus semillas germinales, bastión de su  historia y tradición.
CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DE LA INICIATIVA
Es preciso resaltar que la jurisprudencia constitucional colombiana ha logrado esclarecer  el alcance  de la facultad que la constitución  en su articulo 288  otorga al Congreso de la República, para que, se autorice al Gobierno Nacional para que bajo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad y mediante el sistema de cofinanciación participe en la financiación y ejecución de proyectos de inversión, tal como se pretende con esta iniciativa.
Observemos algunos pronunciamiento jurisprudenciales en la materia, en primer lugar encontramos la Sentencia C -1113 de 2004, con Ponencia del Magistrado, doctor Álvaro Tafur Galvis, en donde declaró infundadas las objeciones de inconstitucionalidad formuladas por el Gobierno Nacional en relación con los artículos 4º y 5º del Proyecto de ley número 247 de 2003 Senado, 117 de 2002 Cámara, por la cual la Nación rinde homenaje al municipio de Soledad con motivo de los 405 años de haberse fundado el primer asentamiento humano en su territorio, se exaltan las virtudes de sus habitantes y se autoriza en su homenaje la inversión de unas obras de interés social y declaró exequibles los citados artículos.
 En este pronunciamiento la Corte reiteró que el Congreso tiene la facultad para tramitar y aprobar  proyectos de ley que decreten gastos, sin que ello implique adicionar o modificar el presupuesto, por cuanto esas leyes solo constituyen un título para que luego el Gobierno decida cuando se incluyen las respectivas apropiaciones presupuestales.
En  otros pronunciamientos la corte constitucional  reafirma este postulado, tal como lo expresa la  Sentencia C-399 del 20 de mayo del año 2003, con ponencia de la Magistrada Clara Inés Vargas Hernández, en la que estudió las objeciones presidenciales formuladas al Proyecto de ley número 211 de 2001 Senado, 142 de 2001 Cámara, por la cual se autorizaban obras de infraestructura e interés social en el municipio de Sevilla (Valle del Cauca) con motivo del centenario de su fundación, según las cuales la iniciativa en este tipo de leyes era exclusiva del Gobierno, y que el propuesto cuerpo normativo violaba la jerarquía de la Ley 715 de 2001.
La Corte preciso que el principio de legalidad del gasto, en materia presupuestal implica que si bien el Congreso tiene una capacidad ordenadora, es al Gobierno a quien le corresponde  tomar  la decisión libre y autónoma de incorporar los gastos en el Presupuesto General de la Nación. 
Así se expresó la Alta Corte, al respecto:
(...) 6. En numerosas oportunidades esta Corporación se ha referido al alcance del principio de legalidad del gasto público, particularmente frente a las atribuciones del Congreso y del Gobierno, de manera que existe una sólida línea jurisprudencial al respecto1. Según ella, es necesario distinguir dos momentos en el proceso presupuestal, a saber, el decreto de un gasto mediante ley, y su apropiación específica en la ley de presupuesto.
El principio de legalidad supone la existencia de competencias concurrentes, aunque separadas, entre los órganos legislativo y ejecutivo, correspondiéndole al primero la ordenación del gasto propiamente dicha y al segundo la decisión libre y autónoma de su incorporación en el Presupuesto General de la Nación de manera que ninguna determinación que adopte el Congreso en este sentido puede implicar una orden imperativa al Ejecutivo para que incluya determinado gasto en la ley anual de presupuesto, so pena de ser declarada inexequible2.
El Congreso tiene la facultad de promover motu proprio proyectos de ley que decreten gastos, sin que ello implique adicionar o modificar el presupuesto por cuanto esas leyes solamente constituyen el título para que luego el Gobierno decida si incluye o no las apropiaciones respectivas en el Proyecto de Ley Anual de Presupuesto que se somete a consideración del Congreso. Lo que no puede es consagrar un mandato para la inclusión de un gasto, es decir, establecer una orden de imperativo cumplimiento3. Por su parte, está vedado al Gobierno hacer gastos que no hayan sido decretados por el Congreso e incluidos previamente en una ley.
En otras palabras, el Congreso tiene le facultad de decretar gastos públicos, pero su incorporación en el presupuesto queda sujeta a una suerte de voluntad del Gobierno, en la medida en que tiene la facultad de proponer o no su inclusión en la ley.
7. Desde esta perspectiva la Corte no encuentra reparo de constitucionalidad en el proyecto demandado, debido a que las normas objetadas se limitan a autorizar al Gobierno para incluir un gasto, pero de ninguna manera lo conminan a hacerlo. Así, la reserva de iniciativa para que el Ejecutivo establezca las rentas nacionales y fije los gastos de la administración continúa a salvo¿. (...)
la Corte interpreta que en el desarrollo de este tipo de normas legales,  en las que se de aplicación al sistema de cofinanciación de obras de competencia exclusiva de entidades territoriales, la nación y el departamento pueden asumir obligaciones propias de las entidades territoriales, debido a que a ellos se transfieren recursos mediante el sistema general de participaciones. Cuando expreso (…) sin perjuicio de las apropiaciones presupuestales para la ejecución de funciones a cargo de la Nación con participación de las entidades territoriales, del desarrollo de funciones de competencia exclusiva de las entidades territoriales. 
Con este soporte, el referido órgano judicial sentenció:
(...) De esta manera, es claro que mediante el sistema de cofinanciación la Nación puede concurrir con los departamentos, distritos y municipios en la realización de obras que en principio no le competen. A través de ese mecanismo la Nación orienta la dinámi ca de la descentralización al mismo tiempo que se estimula el desarrollo institucional y la eficiencia fiscal y administrativa de las distintas entidades territoriales en tanto ellas también aportan recursos para el financiamiento de sus obras, todo lo cual es expresión de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad señalados en el artículo 288 Superior. Sobre el particular la Corte ha señalado lo siguiente:
En ese orden de ideas, el mecanismo de cofinanciación encuentra amplio sustento constitucional en la fórmula territorial misma del Estado colombiano, que es una República unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales (C. P. artículo 1º). En efecto, la cofinanciación articula los principios de unidad y autonomía del ordenamiento territorial, al mismo tiempo que desarrolla los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, en los cuales se funda el reparto de competencias entre los distintos niveles territoriales (C. P. artículo 288). Sin embargo, la constitucionalidad prima facie del mecanismo de la cofinanciación no significa que cualquier regulación de la misma sea legítima, pues es obvio que esta debe adecuarse a la Carta, y en particular a los principios y reglas constitucionales que gobiernan el proceso presupuestal y el reparto de competencias entre el Gobierno y el Congreso en este campo¿. (...).
En desarrollo de esta providencia se establece igualmente que: (...) como la reserva de iniciativa supone un límite a los Congresistas para que presenten propuestas sobre algunos temas, y ello restringe el alcance del principio democrático, sólo es de recibo aceptar que la iniciativa legislativa en una materia pertenece al Gobierno cuando de manera clara y expresa así lo ha señalado la Constitución4, pues debe tenerse como norte que la cláusula general de competencia está radicada en el Congreso (...).
Una iniciativa que asocia a la nación a la celebración o reconocimiento de los logros de una persona o comunidad o la conmemoración de  fundaciones o días históricos  en las cuales se incluyen determinadas partidas para unas obras concretas que allí se determinan, no es inconstitucional si la iniciativa ha sido parlamentaria y no gubernamental. Así, lo señaló la Corte Constitucional mediante la Sentencia, C-782/01, con ponencia del Magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, en la cual estimó que la Ley 609 de 2000 no vulneraba la Constitución a pesar de que apuntaba a una obra específica. Como se recuerda, la Ley 609 fue expedida para exaltar la memoria del General Gustavo Rojas Pinilla, al cumplirse el primer centenario de su nacimiento, y allí se autorizó la inclusión de partidas para la realización de precisas obras en el municipio de Tunja.
En la Sentencia C-782 de 2001, la Corte recalcó la diferencia entre leyes que comportan gasto público, y aquellas que incluyen o no un determinado proyecto en el Presupuesto General de la Nación. Por ende, aunque la Ley 609 facultaba la inclusión de partidas para la realización de obras específicas en honor de la memoria del general, la Corte entendió que tal autorización dejaba incólume las atribuciones hacendísticas del gobierno tales como las de elaborar anualmente el presupuesto de gastos y ley de apropiaciones, que ha de presentar al estudio del Congreso.
En el año 2002, la Sentencia C-486 con ponencia del Magistrado Jaime Córdoba Triviño, también expresó un concepto distinto al referido en la Sentencia C- 581 de 1997, respecto de las leyes de autorizaciones para obras específicas. Allí, el alto tribunal se pronunció a propósito de las objeciones presidenciales al proyecto por medio del cual la Nación se asociaba al cumpleaños número 242 del municipio de Condoto, donde, de idéntica manera, se hacía referencia a obras específicas.
Como vemos  esta iniciativa es plenamente constitucional y por la naturaleza y especificidad de  las temáticas que trata, no es necesario  contar con  la anuencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Publico. Por cuanto tratamos de una  función del Congreso de la Republica, la cual no solamente se limita tramitar y aprobar iniciativas de  naturaleza eminente social, si no que es nuestro compromiso como legisladores  otorgar  a las municipalidades de Colombia la importancia y reconocimiento que merecen.
Cordialmente,

CARLINA RODRIGUEZ RODRIGUEZ

Senadora de la Republica 

